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da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 23 de octubre y 30 de noviembre de 1979, se ha 
dictado sentencia con fecha 3 de marzo de 1983, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten- 
cioso-administrativo interpuesto por don Pedro Pérez Gutiérrez, 
Sargento y Caballero Mutilado Absoluto, representado por el Le­
trado don Lorenzo Sans Sans, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 23 de octubre y 30 de noviembre de 1979, debemos 
declarar y declaramos no ser las mismas en parte ajustadas 
a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asimismo, par­
cialmente, reconociendo, én cambio, a dicho recurrente el dere­
cho que tiene a percibir el complemento de destino por respon­
sabilidad en la función, desde la fecha de la efectividad econó­
mica de su ascenso a Sargento, hasta la entrada en vigor de 
la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenandc a la Administra­
ción al pago de las cantidades que resulten, sin expresa imposi­
ción de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rolio, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que e cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a W. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 13 de octubre de 1983.—P. D., el Secretario general' 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
PaUarés.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

30504 ORDEN 111/03752/1983, de 13 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 3 de 
marzo de 1983, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por doña Regina Pardo Pernas, 
viuda de don Antonio Hermida González, Sargento 
de Infantería, Caballero Mutilado Permanente.

Excmos. *Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, doña Regina 
Pardo Pernas, quien postula por sí misma, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa, de 19 de diciembre de 1979 y 23 de enero de 1980, 
se ha dictado sentencia con fecha 3 de marzo de 1983, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Gabriel Sánchez Malin- 
gre, Procurador de los Tribunales, en nombre y representación 
de doña Regina Pardo Pernas, actuando en su propio derecho y 
en beneficio de la v comunidad hereditaria causada al falleci­
miento de su esposo don Antonio Hermida González, contra reso­
luciones del Ministerio de Defensa de 19 de diciembre de 1979 y 
23 de enero de 1980, debemos declarar y declaramos no ser las 
mismas en parte ajustadas a derecho, y, ei- consecuencia, las 
anulamos, asimismo, parcialmente, recon,viendo, en cambio, a 
dicho recurrente el derecho que tiene a, percibir el complemento 
de destino por responsabilidad en la función, desde la fecha de 
la efectividad económica del ascenso a Sargento de su marido, 
hasta la entrada en vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, 
condenando a la Administración al pago de las cantidades que 
.resulton, sin expresa imposición de costas

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma, con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción .al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Comenciso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de '16 de marzo, disporvo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 13 de octubre de i983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallares.
Excmos. Sres. Subsecretario de Política He Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

30505 ORDEN 111/03753/1983, de 13 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 17 
de febrero de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Magín Saavedra Bra- 
ña, Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Per­
manente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Magín 
,Saavedra Braña, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 3 de abril y . 20 de junio de 1979, se ha dictado 
sentencia con fecha 17 de febrero de 1983, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Magín Saavedra Braña, 
representado por el Letrado seiior Salas Pombo, contra resolu­
ciones del Ministerio de Defensa de 3 de abril y 20 de junio 
de 1979, debems declarar y declaramos no ser las mismas en 
parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, 
asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho re­
currente el derecho que tiene a percibir el complemento de 
destino ñor responsabilidad en la función, desde la fecha de su 
efectividad económica en el empleo de Sargento, hasta la entra 
da en . vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando a la 
Administración al pago de las cantidades que resulten, sin 
expresa imposición de costas

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio 
de la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta- nuestra sentencia, de ¡a que se unirá certifica­
ción al rollo, ¡o pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia. '

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 13 de octubre de 198J.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.
Excmos Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

30506 ORDEN 111/03754/1983, de 13 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 22 
de marzo de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Luis Márquez Rey. 
Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Luis 
Márquez Rey, quien postula por sí mismo y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendí 
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 6 de septiembre y 26 de octubre de 1979, se ha 
dictado sentencia con fecha 22 de marzo de 1983, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos-. Que estimando parcialmente el recurso conten 
cioso-admmistrativo interpuesto por don Luis Márquez Rey, re 
presentado por el Procurador señor Sánchez Malingre, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 6 de septiembre y 26 
de octubre de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las 
mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las 
anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a 
dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el complemento 
de destino por responsabilidad en la función, desde la fecha de 
la efectividad económica de su ascenso a Sargento, hasta la 
entrada un vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando 
a la Administración al pago de las cantidades que resulten, sin 
expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio do 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación al rolio, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de confomidac. con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con 
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 d6 marzo, dispongo que so cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.
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Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos' años.
Madrid, 1? de octubre de 198J—P. D , el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.
Excmos Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General 

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

30507 ORDEN 111/10065/1983, de 13 de octubre, por las 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Territorial de Barcelona, dictada 
con fecha 10 de febrero de 1983, en el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por don Luis 
del Pozo y Pujol de Senillosa, Teniente Coronel 
de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Segunda de lo Contencioso-Ad- 
ministrativo de la Audiencia .Territorial de Barcelona, entre par­
tes, de una, como demandante, don Luis de Pozo y Pujol de 
Senillosa, quien postula por sí mismo, y de otra, como de­
mandada. la Administración pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resolución de 16 de julio 
de 1980, del JEME, se ha dictado sentencia con fecha 10 de 
febrero de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimamos el recurso contencioso-adminis- 
trativo número 613/1980, interpuesto por don Luis del Pozo y 
Pujol de Senillosa contra la resolución de 16 de julio de 1980, 
del excelentísimo señor Teniente General Jefe del Estado Mayor 
del Ejércilo, confirmando en alzada la resolución del excelentí­
simo señor General Jefe de Ascensos y Situaciones de 24 de abril 
de 1980, denegatoria de la petición del demandante de 25 de 
marzo de 1980, por hallarse ajustadas a derecho las resoluciones 
impugnadas; sin expresa condena en costas.

Notifíquese esta sentencia a las partes y luego que gane 
firmeza líbrese certificación literal de la misma y remítase, 
juntamente con el respectivo expediente administrativo, al órga­
no demandado, quien deberá llevar a aquella a puro y debido 
efecto, sirviéndose acusar el oportuno recibo.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se llevará testimo­
nio literal a los autos principales, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

De conformidad con lo establecido en la Ley reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre 
de 1956, y en uso de las facultades que me confiere el articu­
lo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 54/1982. 
de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios tér­
minos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años
Madrid, 13 de. octubre de 1983.—P. D., el Secretario general 

oara Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.
Excmo Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

30508 ORDEN 111/10066/1983, de 13 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 5 de 
marzo de 1983, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por doña Mercedes de la Torre 
Sánchez.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Segunda de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de uña, como demandante, doña Mer­
cedes de la Torre Sánchez, quien postula por sí misma, y de 
otra, como demandada,, la Administración Pública, representada 
y defendida por el Abogado del Estado, contra denegación pre­
sunta por silencio administrativo del Ministerio de Defensa, se 
ha dictado sentencia con fecha 5 de marzo de 1983, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos.- Que estimando en parte el actual recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por el Letrado don Fernando 
Muñoz Perea, en nombre y representación de la demandante 
doña Mercedes de la Torre Sánchez, frente a la demandada 
Administración General del Estado, representada y defendida 
por su Abogacía, contra la denegación presunta, producida por 
silencio administrativo del Ministerio de Defensa, de la petición 
indemnizatoria a que la demanda se contrae, debemos declarar 
y declaramos no ser conformes a derecho y por consiguiente 
anulamos los actos administrativos anteriormente dichos; decla­
rando en su lugar el derecho de la demandante, en unión de sus 
hijos habidos en el matrimonio con el difunto don José Luis 
Palomo Hernández, a ser Indemnizados con la cantidad de doce 
millones de pesetas en total; cuya suma les debería ser abo­
nada por la Administración demandada, como herederos de la 
víctima; todo ello, sin hacer una expresa declaración de conde­

na en costas respecto de las derivadas del actual proceso juris­
diccional.

Así, por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen, a los efectos 
legales, junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativo de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.
- Lo que comunico a V. E.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 13 de octubre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social. Federico Michavila 
Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Aire

(JEMA)

30509 ORDEN 111/03757/1983, de 17 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 14 de 
junio de 1983, en el recurso contencioso administra­
tivo interpuesto por don Juan Vallecillo Gavilán, 
ex-Aprendiz Fogonero de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunai Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Juan Vallecillo 
Gavilán, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resolucines del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 10 de septiembre de 1981 v 21 de abril 
de 1982. se ha dictado sentencia con fecha 14 de junio de 1983, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Adminis­
tración, estimamos el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Juan Vallecillo Gavilán, contra las resoluciones 
de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Mili­
tar de 10 de septiembre de 1981 y 21 de .abril de .1982, las que 
anulamos en cuanto fijan el haber de retiro de! recurrente 
en cuantía inferior al 90 por 100 del regulador, debiendo reali­
zarlo en ese porcentaje, y manteniendo los demás pronuncia­
mientos de las resoluciones impugnadas. Sin imposición de 
costas.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la. Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982 de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E
Dios guarde a V E muchos años.
Madrid, 17 de octubre de 1983 —P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar

30510 ORDEN 111/03758/1983, de 17 de octubre, por lo 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 14 de 
junio de 1983, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don José Correa Paneque, Cabo 
de Carabineros.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una como demandante, don José Correa Pa­
neque, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra resolución del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 5 de noviembre de 1980. se ha dictado 
sentencia con fecha 14 de junio de 1983, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Adminis­
tración, estimamos el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don José Correa Paneque, contra las resoluciones de 
la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar 
de 5 de noviembre de 1980, las que anulamos en cuanto fijan 
el haber de retiro del recurrente en cuantía inferior al 90 por 100 
del regulador, debiendo realizarlo en ese porcentaje, y mante­
niendo los demás pronunciamientos de las resoluciones impug­
nadas. Sin imposición de costas.


